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1.-  El personal eventual, regulado en el artículo 12 del Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre (TREBEP), es el que: 

a) En virtud de nombramiento legal, está vinculado a una Administración Pública por una 
relación estatutaria regulada por el Derecho administrativo para el desempeño de un 
puesto de libre designación. 

b) En virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza funciones 
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo 
retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin. 

c) En virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza funciones 
directivas profesionales en las Administraciones Públicas, definidas como tales en las 
normas específicas de cada Administración. 

d) Ninguna es correcta. 

2.-  De conformidad con el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre (TREBEP), se podrá nombrar funcionarios interinos cuando se dé, 
entre otras circunstancias: 

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionario 
de carrera, por un plazo no inferior a tres años. 

b) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un 
período de doce meses. 

c) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un 
período de dieciocho meses. 

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo de nueve meses, dentro de un período de 
doce meses. 

3.-  Es causa de pérdida de la condición de funcionario de carrera, de conformidad 
con el artículo 63 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público (TREBEP): 

a) La renuncia a la condición de funcionario cuando existe un expediente disciplinario. 

b) La jubilación parcial del funcionario. 

c) La sanción disciplinaria de suspensión de funciones que tuviere carácter firme. 

d) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público 
que tuviere carácter firme. 
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4.-  Entre los derechos de los funcionarios públicos, que tienen carácter individual 
y se ejercen colectivamente, se encuentra: 

a) Participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus 
servicios. 

b) La defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que 
se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo 
de sus funciones o cargos públicos. 

c) Recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

d) La negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de 
trabajo. 

5.-  Según el artículo 94 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público (TREBEP), la potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo 
con el: 

a) Principio de transparencia. 

b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de 
retroactividad de las favorables. 

c) Principio de imparcialidad. 

d) Principio de objetividad. 

6.-  Cuando se acuerde la suspensión provisional como medida cautelar en la 
tramitación de un expediente disciplinario, según el art. 98 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP), ésta 
no podrá exceder de: 

a) 6 meses. 

b) 9 meses. 

c) 3 meses. 

d) 12 meses. 
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7.-  Los funcionarios de carrera que, en virtud de los procesos de transferencias o 
por los procedimientos de provisión de puestos de trabajo, obtengan destino 
en una Administración Pública distinta, de conformidad con el artículo 88 del 
Texto Refundido  de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público 
(TREBEP), serán declarados en la situación de: 

a) Servicio en otras Administraciones Públicas. 

b) Servicios especiales. 

c) Excedencia voluntaria por interés particular. 

d) Ninguna es correcta. 

8.-  Quienes acceden por cualquier título a un nuevo puesto del sector púbico que 
con arreglo a la ley de incompatibilidades resulte incompatible con el que 
viniera desempeñando, habrá de optar dentro del plazo de toma de posesión, 
la falta de opción, en dicho plazo, se entenderá: 

a) Que opta por el nuevo puesto, pasando a la situación de excedencia voluntaria en el 
que viniera desempeñando. 

b) Que opta por mantenerse en el puesto que venía desempeñando, pasando a la 
situación de excedencia voluntaria en el nuevo puesto. 

c) Que opta por el nuevo puesto, pasando a la situación de servicios especiales en el que 
viniera desempeñando. 

d) Que opta por mantenerse en el puesto que venía desempeñando. 

9.-  De conformidad con el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público (TREBEP), qué principio incluye la ética pública, 
como competencia básica del empleado público: 

a) Ajustará su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la 
que presta sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los 
ciudadanos. 

b) Cumplirá con diligencia las tareas que le corresponda o se le encomiende y, en su 
caso, resolverá dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia. 

c) Actuará de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilará la 
consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización. 

d) Todas son correctas. 
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10.-  Entre las competencias básicas del empleado público está la Comunicación, 
que consiste en: 

a) La capacidad para lograr la comprensión de otros en la transmisión de ideas, 
conocimientos e información. 

b) La capacidad para escuchar y entender los mensajes de los demás de forma correcta. 

c) La capacidad de conocer y satisfacer las demandas y necesidades de los demás. 

d) La a) y b) son correctas. 

11.-  De conformidad con el artículo 20 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público (TREBEP), los sistemas de evaluación del 
desempeño, se adecuarán, en todo caso, a criterios de: 

a) Transparencia y objetividad. 

b) Proporcionalidad y no discriminación. 

c) Imparcialidad y no discriminación 

d) La a) y c) son correctas. 

12.-  Los empleados públicos necesitan para el desempeño de su trabajo contar 
con las competencias necesarias. El factor motivación contribuye a la 
realización de un buen trabajo, indique cuál de las siguientes respuestas 
define este factor: 

a) Representa las fuerzas que operan sobre o en el interior de una persona y que 
provocan que se comporte de una manera específica para dirigirse hacia las metas. 

b) El el proceso de desarrollar ideas y una visión, de vivir conforme a los valores que 
apoyan esas ideas y esa visión, de influir en terceros para que las adopten en su propio 
comportamiento y de tomar decisiones difíciles sobre los recursos humanos y otros. 

c) Es una secuencia de experiencias relacionadas con el trabajo que una persona ocupa 
a lo largo de su vida. 

d) Ninguna es correcta. 
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13.-  Según  la Ley 9/2017 de contratos del sector Publico los  contratos de obra: 

a) Tendrán un plazo máximo de duración de cinco años 

b) Se referirán a obra completa, si bien podrán celebrar contratos de obras sin referirse a 
una obra completa cuando  su ejecución tenga un plazo superior a cinco años siempre 
que estas sean susceptibles de utilización independiente 

c) Podrán contratarse obras definidas mediante proyectos independientes relativos a cada 
una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles de 
utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser 
sustancialmente definidas y preceda autorización administrativa del órgano de 
contratación que funde la conveniencia de la referida contratación 

d) Las respuestas a  y c son correctas  

14.-  En las Entidades Locales será potestativa la constitución de Juntas de 
Contratación 

a) En los contratos de obras que tengan por objeto trabajos de reparación simple, de 
conservación y de mantenimiento,  cuando su valor estimado no supere el 10 por ciento 
de los recursos ordinarios de la Entidad, o cuando superen este importe las acciones 
estén previstas en el presupuesto del ejercicio a que corresponda y se realicen de 
acuerdo con lo dispuesto en las bases de ejecución de este 

b) En los contratos de obras que tengan por objeto trabajos de reparación simple, de 
conservación y de mantenimiento, en los contratos de suministro de fácil deterioro por el 
uso, y en los contratos de servicios cuando su valor estimado no supere el 20 por ciento 
de los recursos ordinarios de la Entidad, o cuando superen este importe las acciones 
estén previstas en el presupuesto del ejercicio a que corresponda y se realicen de 
acuerdo con lo dispuesto en las bases de ejecución de este 

c) En los contratos de obras que tengan por objeto trabajos de reparación simple, de 
conservación y de mantenimiento, en los contratos de suministro que se refieran a 
bienes consumibles o de fácil deterioro por el uso, y en los contratos de servicios 
cuando su valor estimado no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios de la 
Entidad, o cuando superen este importe las acciones estén previstas en el presupuesto 
del ejercicio a que corresponda y se realicen de acuerdo con lo dispuesto en las bases 
de ejecución de este 

d) En los contratos de obras que tengan por objeto trabajos de reparación simple, de 
conservación y de mantenimiento, en los contratos de suministro, y en los contratos de 
servicios cuando su valor estimado no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios 
de la Entidad, o cuando superen este importe las acciones estén previstas en el 
presupuesto del ejercicio siguiente . 
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15.-  Los contratos que celebren los poderes adjudicadores: 

a) A excepción de los contratos menores y de los contratos basados en un acuerdo 
marco, y los contratos subvencionados se perfeccionan con su formalización 

b) A excepción de los contratos menores y de los contratos basados en un acuerdo marco 
y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico de adquisición se 
perfeccionan con su formalización 

c) Solo los contratos basados en un acuerdo marco se perfeccionan con su formalización  

d) Ninguna respuesta es ciertas  

16.-  Cuál de las siguientes afirmaciones es cierta : 

a) Excepcionalmente, en los contratos de suministros y de servicios se podrá establecer 
un plazo de duración superior a cinco años , cuando lo exija el período de recuperación 
de las inversiones directamente relacionadas con el contrato o su utilización fuera 
antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones sea un coste 
relevante en la prestación del servicio, circunstancias que deberán ser justificadas en el 
expediente de contratación con indicación de las inversiones a las que se refiera . 

b) El contrato de servicios que se concierte conjuntamente con el de la compra del bien  a 
mantener, cuando dicho mantenimiento solo pueda ser prestado por razones de 
exclusividad por la empresa que suministró dicho bien , podrá tener como plazo de 
duración hasta que  no exceda de cincuenta años . 

c) Excepcionalmente, en los contratos de suministros y de servicios se podrá establecer 
un plazo de duración superior a cinco años , cuando lo exija el período de recuperación 
de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y estas no sean 
susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista o su 
utilización fuera antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones sea 
un coste relevante en la prestación del suministro o servicio, circunstancias que 
deberán ser justificadas en el expediente de contratación con indicación de las 
inversiones a las que se refiera y de su período de recuperación 

d) Excepcionalmente, en los contratos de suministros y de servicios se podrá establecer 
un plazo de duración superior a cinco años mas las prórrogas  , cuando lo exija el 
período de recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato o 
su utilización fuera antieconómica, siempre que la amortización de dichas inversiones 
sea un coste relevante en la prestación del suministro o servicio, circunstancias que 
deberán ser justificadas en el expediente de contratación con indicación de las 
inversiones a las que se refiera y de su período  mínimo de recuperación 
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17.-  Están sujetos a regulación armonizada 

a) Los contratos, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado 
sea igual o superior a 5.638.000 euros 

b) Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor 
estimado sea igual o superior a 5.538.000 euros 

c) Los contratos de obras, de concesión de obras y contrato de servicios cuyo valor sea 
igual o superior a 5.538.000 euros IVA incluido  

d) Los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado 
sea superior a 5.838.000 euros 

18.-  En los contratos de suministro la solvencia técnica de los empresarios deberá 
acreditarse : 

a) Indicación del personal técnico o unidades técnicas, integradas o no en la empresa, de 
los que se disponga para la ejecución del contrato, especialmente los encargados del 
control de calidad 

b) Muestras, descripciones y fotografías de los productos a suministrar, cuya autenticidad 
pueda certificarse a petición de la entidad contratante 

c) Las respuestas a y b no son ciertas  

d) Las  respuestas a y b son ciertas 

19.-  Es un contrato de suministros  

a) Los contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables 

b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de 
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y 
programas 

c) Los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, 

d) Las respuestas b y c son ciertas  
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20.-  Los contratos de las Administraciones Públicas podrán modificarse durante 
su vigencia 

a) Cuando la alteración en su cuantía que no exceda, aislada o conjuntamente con otras 
modificaciones acordadas del 50 por ciento de su precio inicial, IVA excluido, cuando 
en los pliegos de cláusulas administrativas particulares se hubiere advertido 
expresamente de esta posibilidad 

b) Hasta un máximo del veinte por ciento del precio inicial cuando en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares se hubiere advertido expresamente de esta 
posibilidad 

c) Cuando la alteración en su cuantía que no exceda, aislada o conjuntamente con otras 
modificaciones acordadas del 20 por ciento de su precio inicial, IVA  incluido 

d) Hasta un máximo del cincuenta por ciento del precio  con IVA  cuando en los pliegos de 
cláusulas o contrato  se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad 

21.-  En los contratos del sector público: 

a) Podrán incluirse cualesquiera pactos, cláusulas y condiciones, siempre que no sean 
contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y sean convenidos entre las 
partes  

b) No podrán incluirse condiciones 

c) Podrán incluirse cualesquiera pactos, cláusulas y condiciones, siempre que no sean 
contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y a los principios de buena 
administración 

d) Ninguna respuesta es correcta  

22.-  Según la Ley de Contratos del sector Publico : 

a) En caso de declaración en concurso la Administración deberá continuar el contrato, 
exigiendo al contratista las complementarias  

b) La resolución por mutuo acuerdo solo podrá tener lugar cuando no concurra otra causa 
de resolución que sea imputable al contratista, y siempre que razones de interés 
público hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del contrato 

c) Los expedientes de resolución contractual deberán ser instruidos y resueltos en el 
plazo máximo de  seis meses. 

d) Las repuestas a, b y c son ciertas 
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23.-  A los efectos de la Ley de contratos del sector publico , se considera que 
forman parte del sector público 

a) Los consorcios  en todo caso  

b) Las Universidades cualquiera que sea su naturaleza y las autoridades administrativas 
independientes 

c) Cualesquiera entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creadas 
específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter 
industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos pertenecientes al sector público 
financien mayoritariamente su actividad, controlen su gestión, o nombren a más de la 
mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia 

d) Las repuestas  a y c son ciertas  

24.-  Cual de las siguientes afirmaciones es cierta :  

a) La constitución en mora del contratista  precisará intimación previa por parte de la 
Administración 

b) Cuando el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora 
respecto al cumplimiento del plazo total, la Administración podrá optar, atendidas las 
circunstancias del caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las 
penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1.000 euros del precio del 
contrato, IVA excluido 

c) Cuando el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora 
respecto al cumplimiento del plazo total, la Administración podrá optar, atendidas las 
circunstancias del caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las 
penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1.000 euros del precio del 
contrato, IVA incluido . 

d) Las respuestas a y b son ciertas  

25.-  Según el artículo 31 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en el caso de 
presentación de un escrito en un registro electrónico en un día festivo nacional 
se entenderá (para el cómputo de plazos de días hábiles): 

a) Que lo realiza en la primera hora del primer día hábil siguiente, salvo que una norma 
permita expresamente la recepción en día inhábil. 

b) Que lo realiza en esa hora y ese día ya que se permite la presentación todos los días 
del año durante las veinticuatro horas. 

c) Que no lo ha presentado, debiendo reiterar su presentación en día hábil y horario 
habilitado. 

d) Lo que se disponga en cada caso en la sede electrónica  
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26.-  Según el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los interesados que 
actúen por medio de representante deberá acreditar la representación 

a) En todo caso, aunque si no se aporta la acreditación deber requerirse la subsane 
subsanación dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano 
administrativo 

b) Sólo para formular recursos o renunciar a derechos. 

c) Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, 
interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra 
persona. 

d) Para los actos y gestiones de mero trámite 

27.-  Conforme a los artículos 41 y 43 de la Ley 39/2015 Cuando la notificación por 
medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente 
elegida por el interesado 

a) Se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la 
puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido, 
entendiéndose efectuado el trámite. 

b) Se entenderá recibida sólo cuando accedan a su contenido, procediendo la publicación 
en caso de acceder en el plazo de diez días. 

c) Se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la 
puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido, debiendo 
realizarse un segundo intento. 

d) Se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la 
puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido, debiendo 
realizarse un segundo intento de notificación en papel. 

28.-  Conforme a la disposición adicional séptima de la  Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales, cuando se trate de la notificación por medio de anuncios, en los 
supuestos de notificación infructuosa del artículo 44 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, se identificará al afectado  

a) Mediante su nombre y apellidos, añadiendo cuatro cifras numéricas aleatorias del 
documento nacional de identidad, número de identidad de extranjero, pasaporte o 
documento equivalente. 

b) Exclusivamente mediante el número completo de su documento nacional de identidad, 
número de identidad de extranjero, pasaporte o documento equivalente o, si carece de 
ellos únicamente mediante su nombre y apellidos. 

c) Mediante su nombre y apellidos y varias cifras a determinar del documento nacional de 
identidad, número de identidad de extranjero, pasaporte o documento equivalente. 

d) Exclusivamente mediante cuatro cifras del documento nacional de identidad, número 
de identidad de extranjero, pasaporte o documento equivalente. 
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29.-  Según el artículo 39 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, podrá otorgarse 
eficacia retroactiva a los actos, entre otros supuestos  

a) En cualquier caso, cuando no lesionen derechos o intereses legítimos de otras 
personas. 

b) En cualquier caso, cuando produzcan efectos favorables a los interesados 

c) Mediante dictamen favorable del Consejo de Estado o del órgano autonómico 
equivalente. 

d) Excepcionalmente, cuando se dicten en sustitución de actos anulados 

30.-  Según el artículo 98 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los actos de las 
Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 
inmediatamente ejecutivos salvo que, entre otros supuestos: 

a) Se puedan producir por su ejecución perjuicios de difícil o imposible reparación. 

b) Se trate de actos que incurren en nulidad de pleno derecho. 

c) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la 
que quepa algún recurso en vía administrativa, incluido el potestativo de reposición. 

d) Existan errores materiales o de hecho o aritméticos. 

31.-  La revisión por la Administración de los actos administrativos favorables que 
puedan considerarse anulables, conforme el artículo 107 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre requiere 

a) La impugnación ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, previa su 
declaración de lesividad para el interés público por la Administración. 

b) Previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 
Comunidad Autónoma.  

c) Que no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al 
principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 

d) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, 
aunque sean posteriores, evidencien el error del acto dictado. 
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32.-  El artículo 109.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sobre la rectificación de 
errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en los actos de la 
Administración, según viene interpretando la doctrina, permite 

a) Rectificar los errores padecidos en los actos siempre que no se trate de actos 
declarativos de derechos. 

b) Rectificar los errores en que el propio acto revele equivocaciones patentes, claras y 
elementales, excluidas cuestiones de derecho y que se aprecien teniendo en cuenta 
exclusivamente los datos del expediente administrativo. 

c) Rectificar los errores de transcripción, de cuenta, de calificación jurídica y otros 
análogos, siempre que se pueda deducir del expediente administrativo la verdadera 
causa y fin del acto administrativo. 

d) La corrección de errores cuando no constituya dispensa o exención no permitida por 
las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento 
jurídico. 

33.-  La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, en 
relación a la tramitación electrónica del procedimiento administrativo 

a) Modifica la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos 

b) Contiene una regulación adicional a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos 

c) Deroga la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos 

d) No afecta a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a 
los Servicios Públicos, que se mantiene vigente 

34.-  Según el artículo 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se podrá prescindir del 
trámite de audiencia 

a) Cuando el interesado haya interpuesto un recurso contencioso-administrativo contra los 
actos de trámite cualificado del procedimiento 

b) Cuando el interesado haya rechazado expresamente la notificación del acto de inicio 
del procedimiento administrativo 

c) Cuando se trate de un procedimiento declarativo de derechos y la propuesta de 
resolución sea favorable al interesado 

d) Cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros 
hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado 
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35.-  Según el artículo 84 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, pondrán fin al 
procedimiento, entre otras 

a) La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. 

b) La renuncia al derecho en que se funde la solicitud, en cualquier caso. 

c) La recusación del instructor del procedimiento. 

d) La incoación de diligencias penales por un juez de instrucción en relación al 
procedimiento. 

36.-  Conforme al artículo 25 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en los 
procedimientos sancionadores, el vencimiento del plazo máximo establecido 
sin que se haya dictado y notificado resolución expresa  

a) Supondrá la desestimación de las alegaciones que en su caso se hubieran formulado 
por el interesado 

b) Producirá la caducidad del procedimiento 

c) Supondrá la estimación, por silencio administrativo, de las alegaciones que se hubieran 
formulado por el interesado 

d) Producirá la prescripción de la infracción 

37.-  Según el artículo 34 de la ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases del 
régimen local, es competencia del Presidente de la Diputación: 

a) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público. 

b) Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad autónoma cuya gestión 
ordinaria esté encomendada a la Diputación. 

c) La declaración de lesividad de los actos de la Diputación. 

d) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno. 
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38.-  ¿Quién compone y nombra a la Junta de Gobierno en la Diputación Provincial, 
según el artículo 35 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de 
régimen local? 

a) El Presidente y un número de Diputados no superior a la mitad del número legal de los 

mismos, nombrados y separados libremente por el Presidente, dando cuenta al Pleno. 

b) El Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del número legal de los 

mismos, nombrados y separados libremente por el Pleno. 

c) El Presidente y un número de Diputados no superior a la mitad del número legal de los 

mismos, nombrados y separados libremente por el Pleno. 

d) El Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del número legal de los 
mismos, nombrados y separados libremente por el Presidente, dando cuenta al Pleno. 
 

39.-  Según el artículo 33 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de 
régimen local, es competencia del Pleno de la Diputación: 

a) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras cuya titularidad o ejercicio 

corresponde a la Diputación Provincial.  

b) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla 

aprobados por el Pleno, aprobar las bases de las pruebas para la selección del 

personal y para los concursos de provisión de puestos de trabajo y distribuir las 

retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.  

c) La aprobación de la plantilla de personal, la relación de puestos de trabajo, la fijación 
de la cuantía de las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los 
funcionarios, y el número y régimen del personal eventual.  

d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 

40.-  Conforme al artículo 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de 
régimen local, la competencia para ordenar la publicación y ejecución y hacer 
cumplir los acuerdos de la Diputación corresponde: 
 

a) Junta de Gobierno. 

b) Presidente. 

c) Secretaría General. 

d) Pleno. 
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41.-  Según el artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de 
régimen local, en los acuerdos de las corporaciones locales como la cesión 
gratuita de bienes a otras Administraciones o instituciones públicas, se 
requiere el voto favorable de: 

a) La mayoría simple de los miembros presentes. 

b) La mayoría absoluta del número legal de miembros. 

c) La mayoría de los dos tercios del número legal de miembros. 

d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 

42.-  Según el artículo 46 de la ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de 

régimen local, si el Presidente de la corporación no convocase el Pleno 

extraordinario solicitado por el número de concejales indicado dentro del 

plazo señalado, este: 

a) Quedará automáticamente convocado para el undécimo día hábil siguiente al 
de la finalización de dicho plazo, a las doce horas. 

b) Quedará automáticamente convocado para el decimoquinto día hábil siguiente 
al de la finalización de dicho plazo, a las doce horas. 

c) Quedará automáticamente convocado para el décimo día hábil siguiente al de la 
finalización de dicho plazo, a las doce horas. 

d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 

43.-  De conformidad con lo señalado en el artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones, y salvo disposición expresa en 

contrario en las bases reguladoras de las subvenciones, se considerará gasto 

realizado el que: 

a) Haya sido efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de 
justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención. 

b) Haya sido efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de 

ejecución. 

c) Haya sido efectivamente realizado dentro del plazo de ejecución. 

d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 



 

 

16/24 
 

44.-  Según el artículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en materia de 
Subvenciones, si no se establece otra cosa, la actividad subvencionada que el 
beneficiario subcontrate con terceros no excederá del: 

a) 40% 

b) 50% 

c) 60% 

d) No se establece límite alguno. 

45.-  Según el artículo 38 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de 
ingresos de derecho público y el interés demora aplicable será: 

a) el interés legal del dinero incrementado en un 20 por 100, salvo que la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente. 

b) el interés legal del dinero incrementado en un 25 por 100, salvo que la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente. 

c) el interés legal del dinero incrementado en un 30 por 100. 

d) el interés legal del dinero incrementado en un 25 por 100. 

46.-  Que el establecimiento de sanciones pecuniarias deba prever que la comisión 
de las infracciones tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que 
el cumplimiento de las normas infringidas, se corresponde con el siguiente 
principio de la potestad sancionadora: 

a) Principio de legalidad. 

b) Principio de proporcionalidad. 

c) Principio de tipicidad. 

d) No se corresponde con ningún principio de la potestad sancionadora. 
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47.-  Según el artículo 90.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuando las conductas 
sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones y la 
cuantía destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada 
en el expediente, se fijará: 

a) Mediante un procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente 
ejecutiva, y será susceptible de terminación convencional, poniendo esta resolución del 
procedimiento fin a la vía administrativa. 

b) Mediante un procedimiento complementario, cuya resolución no será inmediatamente 
ejecutiva, al considerándose este acto de trámite. 

c) Mediante un procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente 
ejecutiva, siendo susceptible de terminación convencional, pero, en este supuesto, la 
aceptación convencional de la resolución por el infractor implicará el reconocimiento 
voluntario de su responsabilidad. 

d) Siempre deben quedar determinadas en el expediente, no pudiéndose exigir 
indemnización en caso contrario. 

48.-  Según el artículo 139 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de 
régimen local, en relación con la tipificación de las infracciones y sanciones 
por las Entidades Locales en determinadas materias, 

a) Los entes locales podrán, como desarrollo de la normativa estatal, establecer los tipos 
de las infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de deberes, 
prohibiciones o limitaciones contenidos en las correspondientes ordenanzas, de 
acuerdo con los criterios establecidos en la ley 40/2015, para el uso de sus servicios, 
equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos. 

b) Los entes locales podrán, en desarrollo de la normativa estatal y autonómica, 
establecer los tipos de las infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de 
deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos en las correspondientes ordenanzas, 
de acuerdo con los criterios establecidos en la ley 40/2015, para la adecuada 
ordenación de las relaciones de convivencia de interés local y del uso de sus servicios, 
equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos. 

c) Los entes locales podrán, en defecto de normativa sectorial específica, establecer los 
tipos de las infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de deberes, 
prohibiciones o limitaciones contenidos en las correspondientes ordenanzas, de 
acuerdo con los criterios establecidos en los artículos 140 y 141 de la ley 7/1985, para 
la adecuada ordenación de las relaciones de convivencia de interés local y del uso de 
sus servicios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
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49.-  Según el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por 
las Administraciones Públicas correspondientes: 

a) De toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la 
lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos 
salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico 
de soportar de acuerdo con la Ley. 

b) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso 
administrativo de los actos o disposiciones administrativas presupone, por sí misma, 
derecho a la indemnización. 

c) En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado con relación a una persona o grupo de personas. 

d) La a) y la c) son correctas. 

50.-  Según el artículo 65 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

a) Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de 
responsabilidad patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la 
reclamación del interesado. 

b) El acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento se notificará a los particulares 
presuntamente lesionados, concediéndoles un plazo de quince días para que aporten 
cuantas alegaciones, documentos o información estimen conveniente a su derecho y 
propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del mismo. 

c) El procedimiento iniciado de oficio se instruirá cuando los particulares presuntamente 
lesionados se personen en el plazo establecido. 

d) Las Administraciones públicas no pueden iniciar de oficio el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial al corresponder la acción al interesado. 
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51.-  Según el artículo 3 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, no corresponden al orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo, las cuestiones que se susciten en 
relación con: 

a) La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, los elementos reglados y la 
determinación de las indemnizaciones que fueran procedentes, todo ello en relación 
con los actos del Gobierno o de los Consejos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas, cualquiera que fuese la naturaleza de dichos actos. 

b) Los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Administración 
concedente, respecto de los dictados por los concesionarios de los servicios públicos 
que impliquen el ejercicio de potestades administrativas conferidas a los mismos, así 
como los actos de los propios concesionarios cuando puedan ser recurridos 
directamente ante este orden jurisdiccional de conformidad con la legislación sectorial 
correspondiente. 

c) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la 
naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser 
demandadas aquellas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social, 
aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un 
seguro de responsabilidad. 

d) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración 
pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una misma Administración. 

52.-  Según el artículo 4 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, la competencia del orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo se extiende: 

a) Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales sólo 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un recurso 
contencioso-administrativo, y según lo dispuesto en los Tratados internacionales, no 
produciendo efectos la decisión fuera del proceso en que se dicte. 

b) Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales pertenecientes 
al orden administrativo, directamente relacionadas con un recurso contencioso-
administrativo, y según lo dispuesto en los Tratados internacionales, produciendo 
efectos la decisión fuera del proceso en que se dicte. 

c) Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales no 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un recurso 
contencioso-administrativo, salvo las de carácter constitucional y penal y lo dispuesto 
en los Tratados internacionales, no produciendo efectos la decisión fuera del proceso 
en que se dicte y no vinculará al orden jurisdiccional correspondiente. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
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53.-  El artículo 18 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, establece que tienen capacidad procesal ante el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo, cuando la Ley así lo declare 
expresamente: 

a) Los grupos de afectados, uniones sin personalidad o patrimonios independientes o 
autónomos, entidades todas ellas aptas para ser titulares de derechos y obligaciones al 
margen de su integración en las estructuras formales de las personas jurídicas. 

b) Los menores de edad para la defensa de aquellos de sus derechos e intereses 
legítimos cuya actuación les esté permitida por el ordenamiento jurídico sin necesidad 
de asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. 

c) Las personas que la ostenten con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 

54.-  Según el artículo 69 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, la sentencia declarará la 
inadmisibilidad del recurso o de alguna de las pretensiones en los casos 
siguientes: 

a) Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-administrativo carezca de jurisdicción. 

b) Que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente representada o no 
legitimada. 

c) Que recayera sobre cosa juzgada o existiera litispendencia. 

d) Todas las anteriores son correctas. 

55.-  Son procedimientos especiales según el Título V de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 

a) El procedimiento en los casos de suspensión administrativa previa de acuerdos, el 
procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona, el 
procedimiento de deslinde de términos municipales, el procedimiento para la garantía 
de la unidad de mercado, y la cuestión de ilegalidad. 

b) El procedimiento en los casos de suspensión administrativa previa de acuerdos, el 
procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona, el 
procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos, el 
procedimiento para la garantía de la unidad de mercado, y la cuestión de ilegalidad. 

c) El procedimiento para la ejecución de sentencias, el procedimiento para la protección 
de los derechos fundamentales de la persona, el procedimiento para la creación de 
partidos políticos, y la cuestión de ilegalidad. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 



 

 

21/24 
 

56.-  Según el artículo 162 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales los presupuestos generales de las entidades locales, 

a) constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 
máximo, pueden reconocer la entidad, y de los derechos liquidados durante el ejercicio 
anterior, así como de las previsiones de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles 
cuyo capital social pertenezca íntegramente a la entidad local correspondiente. 

b) constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 
mínimo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los derechos 
que prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio, así como de las previsiones 
de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca a la 
entidad local correspondiente. 

c) constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como 
máximo, pueden reconocer la entidad, y sus organismos autónomos, y de los derechos 
que prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio, así como de las previsiones 
de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca 
íntegramente a la entidad local correspondiente. 

d) Ninguna de las definiciones es correcta. 

57.-  En relación con la aprobación del presupuesto general de las entidades 
locales, es falso que, 

a) Aprobado inicialmente el presupuesto general, se expondrá al público, previo anuncio en 
el boletín oficial de la provincia o, en su caso, de la comunidad autónoma uniprovincial, 
por 15 días, durante los cuales los interesados podrán examinarlos y presentar 
reclamaciones ante el Pleno. El presupuesto se considerará definitivamente aprobado si 
durante el citado plazo no se hubiesen presentado reclamaciones; en caso contrario, el 
Pleno dispondrá de un plazo de un mes para resolverlas. 

b) La aprobación definitiva del presupuesto general por el Pleno de la corporación habrá de 
realizarse antes del día 31 de diciembre del año anterior al del ejercicio en que deba 
aplicarse. 

c) El presupuesto entrará en vigor, en el ejercicio correspondiente, una vez que se haya 
publicado completamente su texto en el Boletín Oficial de la Provincia y haya 
transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de Bases de Régimen Local. 

d) Si al iniciarse el ejercicio económico no hubiese entrado en vigor el presupuesto 
correspondiente, se considerará automáticamente prorrogado el del anterior. 
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58.-  La disposición del gasto, según el artículo 56 del Real Decreto 500/1990, de 20 
de abril por el que se desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia 
de presupuestos, 

a) Es el acto mediante el cual se acuerda, tras el cumplimiento de los trámites legalmente 
establecidos, la realización de gastos, previamente autorizados, por un importe 
exactamente determinado. Es un acto con relevancia jurídica para con terceros, 
vinculando a la Entidad local a la realización de un gasto concreto y determinado tanto 
en su cuantía como en las condiciones de ejecución. 

b) Es el acto mediante el cual se acuerda, tras el cumplimiento de los trámites legalmente 
establecidos, la realización de gastos, previamente retenidos, por un importe 
aproximado. Es un acto sin relevancia jurídica para con terceros, vinculando a la Entidad 
local a la realización de un gasto, que es incierto tanto en su cuantía como en las 
condiciones de ejecución. 

c) Es el acto mediante el cual se acuerda, tras el cumplimiento de los trámites legalmente 
establecidos, la realización de gastos, previamente comprometidos, por un importe 
exactamente determinado. Es un acto con relevancia jurídica para con terceros, 
vinculando a la Entidad local a la realización de un gasto concreto y determinado en su 
cuantía, pero no en las condiciones de ejecución del gasto. 

d) Es el acto mediante el cual se prevé, como trámite legalmente establecido, la ordenación 
de gastos, previamente comprometidos, por un importe neto. Es un acto sin relevancia 
jurídica para con terceros, vinculando a la Entidad local a la realización de un gasto por 
el referido importe neto. 

59.-  En relación con la liquidación del presupuesto de las entidades locales 

a) Las entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su presupuesto antes del 
día primero de abril del ejercicio siguiente. La aprobación de la liquidación del 
presupuesto al Pleno de la entidad local, previo informe de la Tesorería. 

b) Las entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su presupuesto antes del 
día primero de abril del ejercicio siguiente. La aprobación de la liquidación del 
presupuesto corresponde al Pleno de la entidad local, previo informe de la Intervención 

c) Las entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su presupuesto antes del 
día primero de marzo del ejercicio siguiente. La aprobación de la liquidación del 
presupuesto corresponde al Presidente de la entidad local, previo informe de la 
Intervención. 

d) Las entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su presupuesto hasta el 
día treinta y uno de marzo del ejercicio siguiente. La aprobación de la liquidación del 
presupuesto corresponde al presidente de la entidad local, previo informe de la 
Secretaría. 
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60.-  La Directiva vigente en materia de contratos es : 

a) 2014/24/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 26 de noviembre de 
2014 

b) 2014/24/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 26 de febrero de 
2014 

c) 2012/22/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 26 de febrero de 
2012 

d) 2014/22/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 26 de febrero de 
2014 
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